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Acción de tutela
AUTO ADMISORIO
El Despacho decide sobre la admisión de la tutela y la solicitud de medida cautelar interpuestas por Diego Alexander Marín Bedoya.

I. ANTECEDENTES
1.1. Diego Alexander Marín Bedoya se postuló al cargo de juez séptimo municipal de pequeñas causas laborales de Medellín, el 24 de enero y el 2 de marzo de 2022, ante el Tribunal Superior de Medellín, por estar inscrito en la lista de elegibles de la Convocatoria 22. No obstante, el tribunal le notificó que en tal cargo fue designada Sara Inés Marín Álvarez, quien, según el tutelante, no hace parte de la referida lista. 

El acto en el que fue nombrada la señora Sara Inés Marín Álvarez fue objeto del recurso de reposición, puesto que, en concepto del señor Marín Bedoya, la actuación del Tribunal Superior de Medellín desatendió sentencias de la Corte Constitucional, una circular del Consejo Superior de la Judicatura sobre la materia, y antecedentes del propio tribunal cuestionado.

Diego Alexander Marín Bedoya presentó escrito de tutela en el que solicitó al juez constitucional que ampare sus derechos fundamentales al acceso a cargos públicos, al debido proceso y a la igualdad, y, en consecuencia, que ordene al Tribunal Superior de Medellín que nombre juez séptimo municipal de pequeñas causas laborales de Medellín a un integrante de la lista de elegibles de la Convocatoria 22. Como medida provisional, pidió que se decretara la suspensión del nombramiento y posesión de Sara Inés Marín Álvarez, puesto que, de lo contrario, se materializa el daño a las garantías constitucionales que invocó como vulnerados
1.2. El asunto correspondió a la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, autoridad que, en auto del 8 de abril de 2022, admitió la acción, negó la medida cautelar y ordenó notificar a las partes. Posteriormente, en decisión del 28 de abril del mismo año, estimó que la autoridad con competencia para conocer la tutela era el Consejo de Estado, en atención a lo previsto en el “artículo 1 numeral 8” del “Decreto 333 de 2021”, y a que el señor Marín Bedoya fue juez de la jurisdicción ordinaria en otras oportunidades en virtud de la lista de elegibles de la Convocatoria 22. Además, dejó sin efectos la providencia del 8 de abril de 2022 y ordenó remitir el expediente a esta Corporación. Agotado el trámite de rigor, la solicitud de amparo correspondió, por reparto, a este Despacho.  
II. CONSIDERACIONES
2.2. Competencia

Este Despacho tiene competencia para conocer del asunto de la referencia, en virtud de lo dispuesto en el artículo 86 Superior y 37 del Decreto 2591 de 1991. 
2.2. Medida cautelar 
Para resolver sobre esta solicitud, es preciso tener presente que el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, en el artículo 7, prevé que el juez constitucional, cuando lo considere necesario y urgente, puede suspender la aplicación del acto concreto que amenace o vulnere el derecho. También establece que, de oficio o a petición de parte, puede disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público o dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños. 
La Corte Constitucional ha considerado que las medidas provisionales tienen como finalidad: i) la protección de los demandantes con el fin de impedir que un eventual amparo se torne ilusorio; ii) salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran en discusión o en amenaza de vulneración; y iii) evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos objeto de análisis en el proceso, perjuicios que no se circunscriben a los que pueda sufrir el demandante. De ahí que, el juez está facultado para “ordenar lo que considere procedente”, pero su discrecionalidad es restringida en razón a que la decisión que decrete las medidas provisionales debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada”
.
En el caso bajo estudio, el señor Marín Bedoya solicitó la suspensión del nombramiento y posesión de Sara Inés Marín Álvarez en el cargo de juez séptima municipal de pequeñas causas laborales de Medellín, con el propósito de evitar que se materialice el daño a las garantías constitucionales que invocó. 

Al respecto, el suscrito magistrado ponente considera que el anterior argumento no permite inferir una razón de necesidad o urgencia para acceder a la medida cautelar, en tanto que la posesión de la señora Marín Álvarez, en el mencionado cargo, no impide que la respectiva Sala emita, en la etapa de fallo, la decisión de fondo que corresponda en el asunto de la referencia, incluso, en el evento de una posible vulneración de derechos fundamentales. Además, el accionante no explicó la configuración de un perjuicio irremediable que amerite la intervención inmediata del juez de tutela. Por este motivo, la solicitud medida provisional será negada. 
El Despacho, al encontrar reunidos los requisitos previstos en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991 y por tener competencia para conocer de la presente acción de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política y en el referido decreto,
RESUELVE

PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela interpuesta por Diego Alexander Marín Bedoya en contra del Tribunal Superior de Medellín.
SEGUNDO: VINCULAR al presente trámite, como terceros interesados, a Sara Inés Marín Álvarez y a las personas que, junto al accionante, aspiraron a ser nombradas en el cargo de juez séptimo municipal de pequeñas causas laborales de Medellín.
TERCERO: NOTIFICAR el presente auto a las partes y a los vinculados de la forma más expedita posible. Esta providencia deberá ser publicada en las páginas web del Consejo de Estado y de la Rama judicial. 

Para efectos de notificar a los vinculados, el Tribunal Superior de Medellín deberá aportar los nombres y direcciones de notificación de las personas que, junto al accionante, aspiraron a ser nombradas en el cargo de juez séptimo municipal de pequeñas causas laborales de Medellín. La Secretaría General solamente devolverá el expediente al Despacho, una vez haya dado cumplimiento a la anterior orden.
CUARTO: COMUNICAR a las partes y a los vinculados que podrán presentar informes sobre los hechos en que se sustenta la presente acción, en el término de tres (3) días contados a partir del recibo de la notificación. Estos se considerarán rendidos bajo juramento (artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 1991).
QUINTO: TENER como pruebas los documentos aportados con el escrito de tutela.
SEXTO: SOLICITAR al Tribunal Superior de Medellín que allegue a este Despacho, en medio digital, todos los documentos relacionados con el proceso de convocatoria y nombramiento en el cargo de juez séptimo municipal de pequeñas causas laborales de Medellín, al que hace referencia el accionante.
SÉPTIMO: NEGAR la solicitud de medida cautelar solicitada por Diego Alexander Marín Bedoya, por las razones expuestas en esta providencia.
OCTAVO: SUSPENDER los términos de la presente acción constitucional hasta tanto se dé cumplimiento a las órdenes impartidas en esta providencia y el expediente regrese al Despacho desde la Secretaría General.
Notifíquese y Cúmplase,
JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-103-18 de 23 de marzo de 2018. 
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